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Breve repaso sobre el concepto, fundamento, motivos, requisitos y 

tramitación de la revisión de sentencias firmes en vía civil. 

 

Con motivo de la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo (secc. 

1ª) nº 607/2021, de 15 de septiembre (recurso de revisión nº 20/2019, 

ponente. Excma. Sra. Dª María Ángeles Parra Lucán). 

 

I.- Introducción. Contenido de la sentencia comentada.  

 

A través de esta sentencia, el Alto Tribunal resume su doctrina sobre dos aspectos 

esenciales de la revisión de sentencias firmes en vía civil. Por un lado, nos recuerda 

el carácter restrictivo y riguroso con el que deben aplicarse los requisitos de la 

revisión, por tratarse de una excepción al principio de cosa juzgada formal (una 

anomalía, en definitiva, en la aplicación de la regla general de irrevocabilidad de las 

resoluciones judiciales firmes), y, por otro, resume la interpretación que debe darse 

al art. 512 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (en adelante LEC), 

en cuanto al plazo de ejercicio de la acción de revisión (o recurso de revisión).  

 

La Sala Primera del Tribunal Supremo reitera, en esta sentencia, que el más 

elemental principio de seguridad jurídica exige que la revisión, como excepción a la 

referida cosa juzgada, solamente se admita después de una comprobación rigurosa 

y restrictiva de sus requisitos.  

 

En lo tocante a la concreta cuestión del plazo, la sentencia nos advierte que el plazo 

de cinco años contemplado en el art. 512.1 LEC1, constituye un límite temporal 

máximo para el ejercicio de la acción de revisión que no impide la aplicación del 

segundo apartado de la norma, en el que, dentro de ese límite temporal, viene a 

establecerse que, para los supuestos previstos en el art. 510.1 LEC, párrafos 1º, 2º y 

4º, la revisión no puede plantearse una vez que hayan transcurridos tres meses 

contados desde el día en que se descubrieron los documentos decisivos (art. 

510.1.1º LEC), o desde el día en que se descubrió la violencia, el cohecho o el fraude 

(art. 510.1.4º LEC), o desde el día en que se reconoció o declaró, en vía penal, la 

 
1 Que se reduce a uno cuando la revisión viene motivada, conforme a lo previsto en el art. 510.2 LEC, 
por una sentencia en la que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos haya declarado que la 
resolución a revisar ha sido dictada con violación de alguno de los derechos reconocidos en el 
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales y sus 
Protocolos, “siempre que la violación, por su naturaleza y gravedad, entrañe efectos que persistan y no 
puedan cesar de ningún otro modo que no sea mediante esta revisión, sin que la misma pueda perjudicar 
los derechos adquiridos de buena fe por terceras personas” (sic. art. 510.2 LEC).  
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falsedad del documento o documentos en que se hubiera basado la sentencia firme 

impugnada (art. 510.1.2º LEC).  

 

Por tanto, aun cuando no se haya rebasado el límite temporal de cinco años 

establecido en el art. 512.1 LEC, la acción de revisión debe ser rechazada si se 

plantea, en los supuestos anteriormente señalados (párrafos 1º, 2º y 4º del art. 510.1 

LEC), una vez transcurrido el plazo de tres meses señalado en el art. 512.2 LEC, 

teniendo en cuenta que se trata de un plazo civil (por tanto, al no ser un plazo 

procesal, es necesario computar los días judicialmente inhábiles, incluyendo el mes 

de agosto) y de caducidad (por tanto, no admite interrupciones).  

 

Además, el actor o recurrente en revisión tiene la ineludible carga de probar el 

cumplimiento del plazo legalmente aplicable (ya sean los plazos máximos 

establecidos en el art. 512.1 LEC, ya sea el plazo de tres meses señalado en el art. 

512.2 LEC).  

 

La transcripción parcial del fundamento de Derecho SEGUNDO de la sentencia 

comentada, servirá para ilustrar cuanto acabamos de exponer:  

 

“Según ha reiterado esta sala, el proceso de revisión de sentencias firmes es un 

remedio extraordinario que solo por causas muy especiales y en plazos muy 

determinados permite dejar sin efecto la regla de la cosa juzgada. 

 

De acuerdo con la doctrina de la sala, la revisión de sentencias firmes, al constituir 

una excepción al principio fundamental de seguridad jurídica, exige la rigurosa 

comprobación de la concurrencia de los presupuestos para su viabilidad y, en orden 

a su estimación, de alguno de los requisitos o motivos que enumera el art. 510 LEC 

(RCL 2000, 34, 962 y RCL 2001, 1892). En la misma línea, AATS de 19/12/2017, rec. 

10/2017; 08/03/2017 (PROV 2017, 60767), rec. 53/2016; 8/2/2017 (PROV 2017, 

43239), rec. 56/16; 10/12/2013 (PROV 2014, 46480), rec. 45/2013 y STS de 

13/02/2014 (RJ 2014, 951), rec. 41/2010. 

 

La demanda de revisión, por su naturaleza extraordinaria, supone una excepción al 

principio esencial de la irrevocabilidad de las sentencias que hayan ganado firmeza, 

de forma que la interpretación de los motivos de revisión debe hacerse con criterio 

restrictivo, pues de lo contrario el principio de seguridad jurídica proclamado en el 

art. 9.3 de la Constitución quedaría vulnerado, con quiebra del principio procesal de 

la autoridad de la cosa juzgada (entre otros muchos, autos de 24 de septiembre de 

2019 (PROV 2019, 274362), rec. 11/2019; de 20 de abril de 2016 (PROV 2016, 

187701), rec. 75/2015; de 16 de marzo de 2016 (PROV 2016, 71333), rec. 69/2015). 

Por lo que se refiere al plazo de interposición de la solicitud de revisión, conforme al 

art. 512 LEC: 
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"(…) 

 

En un caso en el que se desestimó el recurso de revisión interpuesto por concurrir el 

motivo de caducidad de la acción, al haberse rebasado el plazo de tres meses para la 

interposición del recurso desde que la recurrente tuvo conocimiento de las 

actuaciones en que se decía cometida la maquinación fraudulenta, la sentencia del 

Tribunal Constitucional 158/1987, de 20 de octubre (RTC 1987, 158), declaró que: 

"la tensión entre seguridad y justicia, latente en el problema de la revisión de las 

Sentencias firmes, permite considerar que el establecimiento de un plazo para el 

ejercicio de la acción revisoria es en sí mismo constitucionalmente legítimo, en cuanto 

preserva o tiende a preservar un valor o un principio constitucional como es el de la 

seguridad jurídica, plasmado aquí en la santidad de la cosa juzgada". 

 

La misma sentencia del Tribunal Constitucional, con cita de otras, afirma que "si bien 

deben repudiarse los formalismos enervantes, no puede dejarse al arbitrio de las 

partes el cumplimiento de los requisitos procesales ni la disposición del tiempo en 

que éstos han de cumplirse, apreciación ésta extensible al mismo ejercicio de las 

acciones". 

 

El ATS de 5 de abril de 2017 (PROV 2017, 86665), rec. 52/16, resume la doctrina 

jurisprudencial acerca de la interpretación del art. 512.2 LEC: 

 

"El art. 512 LEC establece un doble requisito temporal para solicitar la revisión de las 

sentencias firmes. En primer lugar, la revisión ha de pedirse dentro de los cinco años 

siguientes a la fecha de la publicación de la sentencia que se pretende revisar. En 

segundo lugar, dispone su apartado 2 que, dentro del plazo señalado en el apartado 

anterior, se podrá solicitar la revisión siempre que no hayan transcurrido, tres meses 

desde el día en que se descubrieron los documentos decisivos, el cohecho, la violencia 

o el fraude, o en que se hubiese reconocido o declarado la falsedad. Según tiene 

reiterado esta Sala, el plazo del art. 512.2 LEC es un plazo de naturaleza civil y de 

caducidad. El carácter autónomo de las demandas de revisión de sentencias firmes 

lleva consigo que el plazo para su interposición no tenga la naturaleza de plazo 

procesal, sino de plazo sustantivo de caducidad del derecho que se rige por las normas 

establecidas en el art. 5 del CC (LEG 1889, 27) (sentencia n.° 233/2011, de 29 de 

marzo (RJ 2011, 3029), recurso de revisión 57/2008)". 

 

En la Sentencia n.° 171/2010, de 15 de marzo (RJ 2010, 3791), declaramos: 

 

"[...] Como dicen las SSTS de 3 de marzo de 1998, 1 de diciembre de 1999, 16 de junio 

de 2000 y 26 de septiembre de 2005, 12 de mayo 2006, entre otras muchas, es 

reiterada doctrina de la Sala en el sentido de que uno de los requisitos que 

condicionan inexcusablemente la viabilidad de todo recurso de revisión es el de que 

el mismo ha de promoverse dentro del plazo de tres meses, contados desde que se 

descubrieron los documentos nuevos o el fraude o desde el día reconocimiento de la 

falsedad, y el referido plazo es de caducidad y, por tanto, no admite causas de 
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interrupción ( SSTS de 25 de mayo de 1992, 15 de septiembre de 1992, 14 de 

septiembre y 18 de octubre de 1993, 8 de noviembre de 1995, 29 de enero de 1997, 

entre otras muchas). Siendo así, el mes de agosto se tiene en cuenta como hábil a los 

efectos del cómputo de aquel plazo de caducidad (ATS de 26 de septiembre de 2003 

(PROV 2003, 226752) y STS de 4 de octubre de 2002), por ser un plazo de caducidad 

y no de prescripción. [...]". 

 

En el mismo sentido, la sentencia de la Sala del art. 61 LOPJ, de 22 de septiembre de 

2008, afirma: 

 

"La jurisprudencia de este Tribunal, y especialmente la jurisprudencia de la Sala 

Primera, viene, entendiendo que el plazo de tres meses establecido para la 

interposición de la demanda de revisión constituye, así, un plazo no procesal, que se 

computa de fecha a fecha de acuerdo con el art. 5.1 del CC, y del que no pueden 

descontarse los días inhábiles, ni tampoco el mes de agosto, pues la falta de carácter 

hábil de los días que lo componen sé limita a la práctica de actuaciones judiciales ( art. 

183 LOPJ (RCL 1985, 1578, 2635) ) y no alcanza a los plazos de carácter, sustantivo 

establecidos para el ejercicio de las acciones ( STS 20 oct. 1990 [Sala 1.ª 22 dic. 1989 

[Sala 1.ª entre muchas otras)[...]". 

 

Es igualmente doctrina jurisprudencial reiterada de esta sala que Incumbe a la parte 

recurrente en revisión acreditar el cumplimiento del plazo de tres meses, que pruebe 

con precisión el día concreto (dies a quo del expresado plazo de caducidad) en que 

tuvo conocimiento de los documentos nuevos o el fraude (autos de 15 de julio de 

2021, rec. 29/2020; de 18 de marzo de 2021 (PROV 2021, 104908), rec. 35/2020). 

 

El auto de 30 de mayo de 2008, rec. 6/2008, señala: "La determinación de la fecha a 

partir de la cual se ha de empezar a contar el plazo de los tres meses de caducidad ha 

de fijarla y demostrarla el recurrente, cosa que aquí, a lo largo la demanda, no hace, y 

este requisito es exigido con reiteración por la jurisprudencia de la Sala (SSTS 20 de 

junio de 2001; 2 y 6 de marzo de 2006)". En la misma línea la STS de 15 de marzo de 

2010 (RJ 2010, 3791), rec. 66/2007”. 

 

II.- La revisión de las sentencias firmes: concepto y fundamento. 

 

La revisión de sentencias firmes, como ya hemos dicho, constituye una herramienta 

de carácter excepcional (por cuanto afecta al principio de seguridad jurídica) y, por 

tanto, de necesaria interpretación restrictiva, que permite superar los efectos de la 

cosa juzgada en determinados supuestos, regulados a través de una lista tasada 

(numerus clausus), que, si bien se mira, tienen un denominador común: el legislador 

presupone que, de haber conocido con anterioridad a la sentencia firme 

determinadas circunstancias, el fallo judicial habría sido distinto.  
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En este sentido, la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo (secc. 

1ª) nº 203/2010, de 5 de abril (recurso de casación nº 48/2006, ponente: 

Excmo. Sr. D. Jesús Corbal Fernández), define la revisión de sentencias firmes 

como “un medio de impugnación autónomo, o mejor, una acción impugnatoria, 

mediante la que se puede obtener, dentro de determinados plazos, la rescisión de una 

sentencia firme, cuando concurre alguna de las causas que, en enumeración cerrada, 

establece el art. 510 de la LEC”.  

 

Por su parte, la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo nº 

715/1999, de 26 de julio (recurso de revisión nº 3420/1997, ponente: Excmo. 

Sr. D. Ignacio Sierra Gil de la Cuesta), corrobora “el carácter extraordinario y 

excepcional del llamado recurso de revisión, por la quiebra que supone el principio 

procesal de inamovilidad de la cosa juzgada, que se da sólo contra sentencias firmes, 

imprime a su posible ejercicio una regulación restrictiva que se proyecta tanto en la 

limitación de los motivos …”. 

 

III.- Resoluciones judiciales susceptibles de revisión. 

 

A la vista de lo dispuesto en los arts. 509 y siguientes de la LEC (cuya redacción 

actual, en lo que se refiere a los arts. 510 y 511, viene dada por la Disposición Final 

4ª de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio), habríamos de concluir que sólo las 

sentencias firmes que produzcan eficacia de cosa juzgada formal (es decir, las 

sentencias irrecurribles) pueden ser objeto de revisión, por lo que deben quedar 

excluidos de este remedio procesal tanto los Autos como aquellas sentencias que 

sean susceptibles de recurso o hayan sido dictadas en procesos sumarios.  

 

No obstante, los profesores BROCÁ-MAJADA y CORBAL FERNÁNDEZ nos recuerdan 

que “la doctrina admite la posibilidad de que se impugne un Auto” (se entiende un 

Auto firme, a través de demanda de revisión) “cuando se haya dictado esta resolución 

correspondiendo la de Sentencia” 2. 

 

Asimismo, la Sala Primera del Tribunal Supremo ha venido matizando la exigencia 

de que la resolución firme susceptible de revisión deba ser formalmente una 

sentencia, en tanto en cuanto existen resoluciones que revisten una forma distinta y, 

 
2 Práctica Procesal Civil. Tomo VI. Ed. Bosch, pág. 5639. 
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sin embargo, tienen efectos equivalentes a los de una sentencia firme, por cuanto 

ponen fin a un proceso judicial y producen efetos equiparables a la cosa juzgada, al 

integrar decisiones de carácter definitivo que no pueden ser revisadas en un proceso 

ulterior. En este sentido, por ejemplo, el Alto Tribunal ha admitido la revisión de un 

Auto que ponía fin a un procedimiento monitorio (Sentencia de la Sala 1ª nº 

655/2013, de 28 de octubre), la revisión de un Decreto que ponía fin a un 

procedimiento monitorio y la del Auto posterior que despachaba ejecución 

(Sentencia de la Sala 1ª nº 565/2015, de 9 de octubre), la de un Decreto que 

declaraba finalizado un procedimiento de desahucio y resolvía un contrato de 

arrendamiento por falta de comparecencia de la parte demandada (Sentencia de la 

Sala 1ª nº531/2017), o, en fin, la de un Auto que ponía fin a una ejecución como 

consecuencia de estimar una causa de oposición por pago (Auto de la Sala 1ª de 19 

de diciembre de 2017). 

 

En todo caso, cabe preguntarse qué medios de impugnación de una sentencia firme 

deben agotarse, con carácter previo a la firmeza, para que su revisión resulte 

admisible. Podríamos entender, en principio, que basta con agotar previamente 

tanto los recursos ordinarios como los recursos extraordinarios que cupiese 

plantear contra la sentencia en cuestión, en tanto en cuanto, como dice el art. 207.2 

LEC, “son resoluciones firmes aquéllas contra las que no cabe recurso alguno bien por 

no preverlo la ley, bien porque, estando previsto, ha transcurrido el plazo legalmente 

fijado sin que ninguna de las partes lo haya presentado”.  

 

Por tanto, cabe concluir que no cabe revisión cuando la sentencia sea susceptible de 

recurso ordinario o extraordinario o cuando el impugnante, teniendo la oportunidad 

de hacerlo, no recurrió en tiempo y forma (vid. Sentencias de la Sala Primera del 

Tribunal Supremo de 10 de febrero de 1993, 11 de septiembre de 2000, 11 de 

diciembre de 2000 y 30 de enero de 2007, entre otras).  

 

Ahora bien, ¿tendría ese impugnante que plantear previamente un incidente de 

nulidad de actuaciones (arts. 228 LEC y 241de la Ley Orgánica del Poder Judicial) 

contra la sentencia firme para abrir la vía de la revisión? O, incluso, en el caso de que 

el impugnante fuese un demandado declarado en situación de rebeldía, ¿tendría que 

agotar previamente la vía de la rescisión prevista en los arts. 501 y siguientes de la 

LEC, en caso de que resultase procedente conforme a dichos preceptos, para abrir la 

posterior vía de la revisión? 
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La Jurisprudencia ha respondido de manera afirmativa a los dos interrogantes 

anteriores. Así se pronuncia la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal 

Supremo 1179/2000, de 14 de diciembre (recurso de revisión nº 2368/1999, 

ponente: Excmo. Sr. D. Francisco Marín Castán), en cuyo fundamento de Derecho 

segundo señala literalmente: 

 

“Debe examinarse por tanto a continuación si, como alega la parte recurrida, el 

recurrente, antes de haber acudido a la revisión, tenía que haber promovido el 

incidente de nulidad de actuaciones autorizado por el art. 240 (aps. 3 y 4) en la 

redacción dada por la LO 5/1997, ya que la sentencia firme cuya rescisión se 

pretende se dictó con fecha 25 de junio de 1998 e incluso el propio juicio ejecutivo 

se promovió estando ya vigente el texto reformado de los mencionados preceptos. 

 

Esta Sala se ha pronunciado reiteradamente sobre el carácter de remedio último 

que tiene el denominado recurso de revisión en la todavía vigente LECiv de 1881, 

lo que excluye su alternatividad respecto de otros remedios a los que la parte 

recurrente hubiera podido acudir dentro del propio proceso en que recayó la 

sentencia cuya rescisión se pretende. En otras palabras, el litigante no tiene la 

facultad de optar por la revisión cuando la ley le ofrece otros medios para alegar 

previamente lo que en su opinión constituya uno de los motivos previstos en el 

art. 1796 LECiv, ya que tradicionalmente la doctrina y la jurisprudencia han 

configurado la revisión como un medio impugnativo autónomo y extraordinario 

no sólo por aparecer legalmente sujeto a motivos tasados sino también por 

comportar una quiebra del efecto de cosa juzgada de las sentencias firmes. 

 

En tal sentido se ha declarado que no cabe recurso de revisión contra una 

sentencia de primera instancia si el demandado rebelde se personó tras dictarse 

la misma y tuvo oportunidad de recurrirla en apelación (STS 1-9-2000 en recurso 

1508/1998), ni cuando el demandado hubiera podido instar la audiencia al 

rebelde (SSTS 18-7 [RJ 2000, 6812] y 1-9-2000, en recursos 4412/1997 y 

987/1998 respectivamente). 

 

Pues bien, la misma doctrina ha de aplicarse cuando el demandado, antes de 

acudir a la revisión, hubiera tenido oportunidad de promover el incidente de 

nulidad de actuaciones reintroducido en nuestro sistema procesal por la indicada 

reforma legislativa de 1997. 

 

No puede aceptarse sobre este particular la excusa que el propio recurrente ofrece 

en el punto tercero de su escrito de interposición alegando que la indicación 

fraudulenta del domicilio del demandado no es equiparable a un vicio formal de 

los contemplados en el art. 240.3 LOPJ. Muy al contrario, el concepto «defectos de 

forma, que hubieran causado indefensión», recogido como causa de nulidad de las 
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sentencias firmes en el párrafo primero del ap. 3 del art. 240 LOPJ, es lo 

suficientemente amplio como para comprender cualesquiera defectos causantes 

de indefensión, entre ellos, lógicamente, los relativos al emplazamiento o llamada 

del demandado al proceso …”. 

 

Téngase en cuenta, además, que el criterio sostenido en la sentencia anteriormente 

citada, ha sido confirmado por la propia Sala Primera del Tribunal Supremo con la 

regulación actual del incidente de nulidad de actuaciones, y así se desprende de la 

reciente Sentencia nº 278/2020, de 10 de junio (recurso nº 7/2019, ponente: 

Excmo. Sr. D. Francisco Javier Arroyo Fiestas), que señala:  

 

“Esta sala ha declarado que previamente a interponer la demanda de revisión, es 

necesario el previo agotamiento de las vías procesales oportunas (auto de 20 de 

abril de 2016 (JUR 2016, 187701), rec. 75/2015 y auto de 15 de septiembre de 

2014 (JUR 2014, 246136), rec. 46/2014). 

 

En aplicación de esta doctrina debemos convenir con la parte demandada de 

revisión, que el demandante de revisión pudo interponer incidente de nulidad de 

actuaciones (art. 228  LEC), y sin embargo no lo hizo, por lo que no agotó los 

remedios ordinarios que la LEC ponía a su disposición, lo que impide analizar la 

cuestión de fondo sobre la que estriba la demanda de revisión, sin perjuicio de 

hacer constar que tuvo conocimiento del procedimiento a través de un amigo, 

como consta en el diligenciamiento de uno de los exhortos remitido, amigo que se 

comprometió a acudir con un poder para poder ser emplazado, lo que, a la postre, 

no hizo, por causas que se desconocen”. 

 

Finalmente, como ya hemos apuntado, deben quedar excluidas de la revisión las 

sentencias dictadas en procesos sumarios, en tanto en cuanto no producen eficacia 

de cosa juzgada. Tal es el caso de las sentencias dictadas en juicio verbales de tutela 

sumaria de la posesión (art. 447.2 LEC), las sentencias de desahucio por impago o 

por expiración del término contractual dictadas en juicios verbales (art. 447.2 LEC), 

las sentencias que se dicten “en los juicios verbales en que se pretenda la efectividad 

de derechos reales inscritos frente a quienes se opongan a ellos o perturben su ejercicio, 

sin disponer de título inscrito” (art. 447.3 LEC), las sentencias recaídas en los 

procedimiento de división de herencia (art. 787.5 LEC), y las sentencias recaídas en 

juicios cambiarios con oposición, respecto de aquellas cuestiones que no pudieron 

ser discutidas o alegadas en ellos (art. 827.3 LEC). 
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IV.- Plazo y cómputo. 

 

En lo que se refiere a esta cuestión, nos remitimos a lo que ya hemos comentado en 

el apartado I.- anterior sobre la Sentencia de la Sala de lo Civil nº 607/2021, de 

15 de septiembre (recurso de revisión nº 20/2019, ponente. Excma. Sra. Dª 

María Ángeles Parra Lucán), que damos aquí por íntegramente reproducido. 

 

No obstante, conviene añadir una breve referencia a la doctrina establecida en el 

Auto del Pleno de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 19 de diciembre 

de 2017 (recurso nº 19/2017, ponente: Excmo. Sr. D. Rafael Saraza Jimena), en 

el que se destaca el carácter absoluto que tiene el plazo máximo de cinco años 

previsto en el art. 512.1 LEC, en tanto en cuanto, una vez transcurrido el mismo, no 

cabe plantear demanda de revisión, con independencia de que “el vicio se haya o no 

desvelado” (sic., Auto citado). En este mismo sentido se pronuncian otras 

resoluciones anteriores del Alto Tribunal, tales como la Sentencia de la Sala Civil 

nº 410/2000, de 10 de abril (recurso de revisión nº 619/1998), o los Autos de 

23 de diciembre de 2003 (recurso de revisión nº 68/2003), 21 de febrero de 

2007 (recurso de revisión nº 45/2006), y 21 de junio de 2017 (recurso de 

revisión nº 36/2017). 

 

Por esa razón, el citado Auto de 19/12/17, recogiendo el mismo criterio que ya 

exponían las Sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 19 de 

abril de 2012 (recurso de revisión nº 11/2020; ponente: Excmo. Sr. D. Rafael 

Fernández Montalvo) y 24 de julio de 1993 (sentencia nº 845/1993), o los 

también citados Autos de 23 de diciembre de 2003 y 21 de febrero de 2007, 

señala que la pendencia de un proceso penal no interrumpe el plazo máximo de 

cinco años establecido en el art. 512.1 LEC, de forma que, si se pretende impugnar 

en revisión una sentencia firme por alguna de las dos causas legalmente tasadas que 

requieren un pronunciamiento penal, ya sea por falsedad de los documentos o de 

los testimonios periciales o testificales en los que se basó la sentencia (art. 510.1, 2º 

y 3º, LEC), la demanda de revisión debe plantearse antes de que transcurran cinco 

años desde la publicación de la sentencia objeto de revisión, aunque el proceso penal 

sobre falsedad documental o testimonial esté todavía pendiente y no haya finalizado 

mediante sentencia, ya que, en este último caso, el impugnante “puede solicitar la 

suspensión del proceso de revisión por prejudicialidad penal” (se entiende que al 

amparo de los arts. 40 y 514.4 LEC), “justamente por la pendencia del proceso penal 
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que se siga por los delitos de falsedad documental o falso testimonio, suspensión que 

se alzará una vez que exista sentencia firme”. 

 

V.- Legitimación para ejercitar la acción de revisión.  

 

Según el art. 511 LEC, están legitimados para solicitar la revisión quienes hubiesen 

sido “parte perjudicada por la sentencia firme impugnada”, salvo en el caso previsto 

en el art. 510.2 LEC, en cuyo caso solamente ostenta legitimación activa quien 

hubiese sido parte demandante ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.  

 

Abordando la interpretación del concepto "parte perjudicada", lo primero que 

debemos concluir es que no sólo tienen legitimación activa para la acción de revisión 

quienes hubiesen sido parte en el procedimiento judicial que desembocó en la 

sentencia firme, sino también sus herederos (vid. Sentencia de la Sala Primera del 

Tribunal Supremo nº 663/2006, de 14 de junio, RJ 2006\3731, ponente: 

Excmo. Sr. D. Clemente Auger Liñan)3.  

 

Asimismo, podríamos pensar que la mens legislatoris también ha pretendido atribuir 

legitimación activa para la revisión a otros posibles interesados que debieron haber 

participado en el proceso que devino en la sentencia firme como litisconsortes 

necesarios, por afectarles la sentencia de manera directa, en aplicación de lo 

dispuesto en el art. 12.2 LEC. A este respecto, sin embargo, la Jurisprudencia ha sido 

vacilante, aunque recientemente se ha decantado por extender la legitimación 

activa, no sólo a quienes hubiesen sido llamados o interpelados en el proceso (o sus 

herederos), sino, también, a los terceros que, conforme a lo anteriormente señalado, 

deberían haber tomado parte activa en la litis.  

 

En este sentido es clara la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 

nº 766/1999, de 27 de julio (recurso de revisión nº 1253/1998, ponente: 

Excmo. Sr. D. Ignacio Sierra Gil de la cuesta), según la cual, “si bien la doctrina de 

esta Sala ha declarado que carece de legitimación activa para promover el recurso 

extraordinario de revisión quien no fue parte en el proceso en el que recayó la 

Sentencia firme cuya anulación se solicita, ya que dicha Sentencia sólo puede 

desplegar eficacia respecto a las personas que intervinieron como partes (Sentencias 

 
3 Como dice literalmente esta sentencia, “tampoco puede considerarse que la misma carece de 
legitimación activa para formular la presente demanda, dada su condición de heredera del demandado 
fallecido en el pleito en el que se dictó la sentencia, cuya revisión se pretende”. 
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de 15 de diciembre de 1989 [RJ 1989\8834], 6 de noviembre de 1990 [RJ 1990\8529] 

y 7 de junio de 1995 [RJ 1995\4635], entre otras), también ha declarado que tienen 

legitimación y por tanto capacidad para promover recurso de revisión no sólo quienes 

fueran interpelados en el litigio, sino también todos aquellos que por estar interesados 

directamente en el resultado debieron ser llamados a él, pues admitir lo contrario 

equivaldría a tolerar que, a más de no ser oídos en el proceso, negándoles los medios 

de defensa de sus posibles derechos, se les privara de uno de los recursos que la ley 

concede con carácter extraordinario (Sentencias de 23 de noviembre de 1962 [RJ 

1962\4295], 19 de enero de 198 [RJ 1981\35] y 4 de noviembre de 1992 [RJ 

1992\9413])”. 

 

En la misma línea también es interesante la Sentencia de la Sala de lo Civil del 

Tribunal Supremo nº 902/2000, de 4 de octubre (recurso de revisión nº 

2379/1997, ponente: Excmo. Sr. D. Román García Varela), según la cual “se 

plantea la cuestión de si cabe la interposición del recurso extraordinario de revisión 

por quienes no han sido parte en el proceso cuya sentencia es objeto de aquél y, aunque 

la determinación de esta Sala no ha sido pacífica en este tema, prevalece la posición 

de atribuir la oportuna legitimación activa a las personas interesadas en la decisión 

judicial firme; en este sentido, la STS de  14 de septiembre de 1993 (RJ 1993, 6638)  ha 

declarado que «la doctrina de este Tribunal de que son muestras las sentencias de  23 

de noviembre de 1962 (RJ 1962, 4295), 8 de marzo de 1982 (RJ 1982, 1292) y 19 de 

enero de 1981 (RJ 1981, 35) (...), expresiva de que la legitimación por promover la 

revisión debe considerarse extendida, no sólo a los interpelados en el litigio en que 

recayó la sentencia impugnada, sino a todos aquellos que por estar directamente 

interesados en su resultado debieron ser llamados a él, ya que, como se ha dicho, lo 

contrario supondría negarles los medios de defensa de sus posibles derechos 

privándoles de un recurso de carácter extraordinario», cuya doctrina es de aplicación 

al supuesto del debate, toda vez que es evidente que los demandantes de revisión tenían 

interés en la materia decidida en el proceso, cual era primordialmente la subsistencia 

de una vía pública como linde de su finca, lo que les confiere la consiguiente 

legitimación activa”. 

 

También es clara la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia (Sala de lo Civil 

y de lo Penal) nº 23/2001, de 17 de septiembre (recurso de revisión nº 

30/2000, ponente: Ilmo. Sr. D. J. C. Trillo Alonso), que, refiriéndose a la misma 

cuestión, nos recuerda que “De posicionamientos jurisprudenciales enfrentados dan 
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cuenta las sentencias del Tribunal Supremo de 14 de febrero de 1986 (RJ 1986, 674) y 

15 de diciembre de 1989 (RJ 1989, 8834). No obstante, se puede hoy considerar como 

doctrina jurisprudencial mayoritaria la que reconoce que el recurso de revisión no 

queda limitado a aquéllos que fueron parte en el proceso en el que recayó la sentencia 

cuya anulación se solicita, sino que debe reconocerse también a aquéllos que pudieron 

serlo o que pueden verse afectados por las consecuencias que de la autoridad de la cosa 

juzgada de la parte dispositiva de aquélla derivan (sentencias del Tribunal Supremo 

de 23 de noviembre de 1962 [RJ 1962, 4295], 19 de enero de 1981 [RJ 1981, 35], la ya 

citada de 15 de diciembre de 1989, 7 de mayo de 1991 [RJ 1991, 3579], 28 diciembre 

de 1993 [RJ 1993, 10049], 7 de junio de 1995 [RJ 1995, 4635]). 

 

A la vista de la Jurisprudencia anterior, habría también que preguntarse si es posible 

atribuir legitimación activa para lar revisión, no sólo a los terceros que debieron 

haber sido litisconsortes necesarios conforme al art. 12.2 LEC, sino, también, a 

aquellos terceros que han participado o podrían o deberían haber participado en el 

proceso que dio lugar a la sentencia firme en los supuestos de intervención adhesiva 

(art. 13 LEC), intervención provocada (art. 14 LEC), o en los casos de intervención de 

perjudicados4 en procesos judiciales promovidos por asociaciones de consumidores 

y usuarios o grupos de afectados en el ejercicio de acciones que no sean la acción 

colectiva de cesación (art. 15 LEC)5.  

 

Cierto es que la aplicación de los requisitos de la revisión de sentencias firmes debe 

ser restrictiva, como señala la Sala Primera del Tribunal Supremo en reiterada 

Jurisprudencia, pero, a nuestro modo de ver, no debe haber inconveniente en que la 

legitimación activa para solicitar la revisión también se extienda a los supuestos de 

intervención adhesiva, es decir, a los terceros que han participado o podrían haber 

participado en el proceso que ha desembocado en la sentencia objeto de revisión por 

 
4 Entendiendo por tales, como dice el art. 15.1 LEC, los que tengan la “condición de perjudicados por 
haber sido consumidores del producto o usuarios del servicio que dio origen al proceso”. 
 
5 Como es bien sabido, el art. 11 LEC, en relación con los arts. 54 del Texto Refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios (RD – lgvo 1/2007, de 16 de noviembre) y 16 de la 
Ley de Condiciones Generales de la Contratación (Ley 7/1998, de 13 de abril), concede legitimación 
activa a las Asociaciones de Consumidores y Usuarios y a los grupos de afectados para ejercitar las 
acciones colectivas previstas en el art. 53 a 56 del citado T.R. de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, para las cláusulas abusivas, y los arts. 12 y siguientes de la referida Ley 
7/1998, para las condiciones generales de la contratación antijurídicas. Entre esas acciones se 
encuentra la llamada acción de cesación, cuya finalidad es cesar y evitar la utilización de cláusulas 
abusivas que lesionen intereses colectivos o difusos de los consumidores y usuarios, o eliminar de 
los contratos de adhesión las condiciones generales de la contratación las que se reputen nulas y a 
abstenerse de utilizarlas en lo sucesivo 
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tener “interés directo y legítimo en el resultado del pleito”, como señala el art. 13.1 

LEC. El citado precepto, en estos casos, admite que el tercero pueda ser “admitido 

como demandante o demandado”, esto es, como parte, otorgándole el art. 13.3 LEC la 

posibilidad de “utilizar los recursos que procedan contra las resoluciones que estime 

perjudiciales a su interés, aunque las consienta su litisconsorte”. En consecuencia, 

parece lógico concluir que, si la ley, en estos casos, otorga al tercero el estatus de 

parte (demandante o demandado) y la posibilidad de recurrir toda resolución 

perjudicial aun cuando no lo hiciera el litisconsorte, también ese interviniente debe 

ostentar legitimación activa para plantear la revisión de la sentencia firme.  

 

Por lo que se refiere a la intervención provocada (art. 14 LEC), entiendo que la 

conclusión debe ser la misma. Es cierto que la Jurisprudencia, mayoritariamente, 

sostiene que, en estos casos, el tercero solamente ostenta la condición de parte 

demandada si el actor decide dirigir la demanda frente a él, de tal forma que, en caso 

contrario, no se aumenta el elemento pasivo del proceso y la sentencia que ponga 

fin al proceso no podrá contener ningún pronunciamiento condenatorio ni 

absolutorio del tercero6. No obstante, los supuestos de intervención provocada 

tienen, como finalidad, permitir que la parte que haya impetrado la llamada del 

tercero pueda accionar contra este último en el futuro7, por lo que entiendo que 

también debería concederse a ese tercero legitimación activa para solicitar la 

 
6 Aunque existe algún pronunciamiento aislado que sostiene que el tercero (en lo supuestos de 
intervención provocada) debe ser admitido como parte demandada (con la consiguiente posibilidad 
de ser condenado) en todo caso (vid. Sentencia de la Audiencia Provincial de Palencia, Sección 1ª, de 
20 de junio de 2006 - PROV 2006, 220495), la doctrina jurisprudencial, incluyendo la Sala Primera 
del Tribunal Supremo, se decanta por considerar al tercero como demandado solamente si el actor 
dirige la demanda contra él. Ejemplos de esta línea doctrinal son las Sentencias de la Audiencia 
Provincial de Burgos (sección 2ª), nº 15/2011, de 18 de enero (AC 2011\252) y de 19 de junio de 
2009 (JUR 2010\88669), la Sentencia de la Audiencia Provincial de Valladolid (secc. 3ª) de18 
septiembre 2002 (JUR 2002\264188), la Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona (sección 
4ª), nº 132/2009, de 11 de marzo (JUR 2009\385528), la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Córdoba de 6 de julio de 1998 (ACA 1998\1362), o las Sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo de 26 de junio de 1993 (RJ 1993\5383), 20 de diciembre de 2011 (RJ 2011\7329), 25 de 
enero de 2012 (RJ 2012\1902) o 28 de junio de 2012 (RJ 2012\8602). 
 
7 Ya sea la posibilidad de que el comprador de un bien, demandado de evicción por un tercero, ejercite 
contra el vendedor a quien haya llamado al litigio (al amparo de los arts. 1481 y 1482 del Código 
Civil) la acción prevista en el art. 1.478 del Código Civil, o la posibilidad de que el coheredero, 
demandado por los acreedores del causante mortis causa, que hubiese pagado la totalidad de las 
deudas de la herencia y no tenga obligación de hacerlo por disposición testamentaria, repita contra 
los otros coherederos a quienes hubiese llamado al litigio por la parte que a éstos le correspondiese 
(arts. 1084 y 1085 del Código Civil) o, en fin, la posibilidad de que un agente de la edificación 
condenado a la reparación o indemnización de daños en una edificación por vía del art. 17 de la Ley 
de Ordenación de la Edificación (Ley 38/1999, de 5 de noviembre), repita contra los otros agentes 
de la edificación a quienes hubiese llamado al proceso judicial (Disposición Adicional 7ª de la citada 
Ley de Ordenación de la Edificación).  
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revisión de la sentencia firme que hubiese puesto fin al proceso al que fue llamado 

o podría haber sido llamado.  

 

Finalmente, dada la finalidad garantista o protectora del consumidor que tiene la 

llamada al proceso prevista en el art. 15 LEC, no veo inconveniente en que los 

perjudicados en procesos judiciales promovidos por asociaciones de consumidores 

y usuarios o grupos de afectados (cuando se ejerciten acciones colectivas diferentes 

a la acción de cesación), tengan legitimación activa para solicitar la revisión de las 

sentencias firmes que hubiesen puesto fin a esos procesos. Démonos cuenta de que, 

en este caso, nos encontramos ante una figura más próxima al litisconsorcio pasivo 

necesario que a la simple intervención de terceros, en tanto en cuanto el art. 15 LEC 

configura esta llamada al proceso como una exigencia imperativa o ius cogens (“se 

llamará al proceso a quienes tengan la condición de perjudicados por haber sido 

consumidores del producto o usuarios del servicio que dio origen al proceso …”). 

 

En todo caso, y sin perjuicio de todo lo anterior, en tanto en cuanto existen 

sentencias contrarias a extender la legitimación activa para la revisión a quienes no 

fueron parte en el proceso, otra solución alternativa para atacar la sentencia firme 

es el incidente de nulidad de actuaciones que contempla el art. 228 LEC, que, de 

manera excepcional, permite a quienes sea parte del proceso en el que recayó la 

sentencia “o hubieran debido serlo” (expresión que claramente alude a aquellos 

terceros que no han sido parte pero se ven afectados por la sentencia firme), que 

planteen la nulidad de las actuaciones con base en la vulneración de un derecho 

fundamental,  “siempre que no haya podido denunciarse antes de recaer resolución 

que ponga fin al proceso” (un requisito que siempre se cumpliría para los terceros 

que no han intervenido en el proceso cuya sentencia firme pretende atacarse) y 

“siempre que dicha resolución no sea susceptible de recurso ordinario ni 

extraordinario” (requisito cuyo cumplimiento, como ya hemos visto, también es 

necesario para la revisión).  

 

VI.- Competencia. 

 

Según el art. 509 LEC, “la revisión de sentencias firmes se solicitará a la Sala de lo Civil 

del Tribunal Supremo o a las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de 

Justicia, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial”. 
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Puesto que la norma anterior contiene una doble atribución competencial y una 

remisión expresa a la Ley Orgánica del Poder Judicial (en adelante LOPJ), es 

necesario ponerla en conexión con los arts. 56.1 y 73.1 b) de este último texto legal. 

Por su parte, el citado art. 56.1 LOPJ establece que “la Sala de lo Civil del Tribunal 

Supremo conocerá: 1º de los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en 

materia civil que establezca la ley”, mientras que el art. 73.1 b) LOPJ señala que “la 

Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia conocerá, como Sala de lo Civil: 

b) Del recurso extraordinario de revisión que establezca la ley contra sentencias 

dictadas por órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la comunidad 

autónoma, en materia de derecho civil, foral o especial, propio de la comunidad 

autónoma, si el correspondiente Estatuto de Autonomía ha previsto esta atribución”. 

 

En consecuencia, la regla general es que la competencia para conocer del recurso o 

la acción de revisión de una sentencia firme corresponde a la Sala Primera del 

Tribunal Supremo, salvo que la sentencia a revisar se haya dictado sobre derecho 

civil foral o especial por un órgano judicial con sede en la comunidad autónoma en 

la que dicho derecho foral se aplique, si el correspondiente Estatuto de Autonomía 

ha previsto la atribución de competencia a los Tribunales Superiores de Justicia de 

la región, en cuyo caso la competencia es de estos últimos.  

 

En concreto, las Comunidades Autónomas que tienen atribuida competencia a sus 

órganos judiciales para revisión de sentencias firmes son País Vasco8, Cataluña9, 

Galicia10, Murcia11, Valencia12, Aragón13, Navarra14, Extremadura15 e Islas 

Baleares16.  

 

VII.- Procedimiento. 

 

Los criterios de tramitación procesal de la acción o recurso de revisión de sentencias 

firmes, conforme a lo dispuesto en los arts. 513 a 516 LEC, son los siguientes: 

 
8 Art. 14.1 a) del Estatuto de Autonomía del País Vasco. 
9 Art. 95.4 del Estatuto de Autonomía de Cataluña. 
10 Art. 22.1 a) del Estatuto de Autonomía de Galicia.  
11 Art. 35.1 a) del Estatuto de Autonomía de Murcia.  
12 Art. 37.2) del Estatuto de Autonomía de Valencia.  
13 Art. 63.2 del Estatuto de Autonomía de Aragón.  
14 Art. 61.1 a) de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de reintegración y amejoramiento del 
Régimen Foral de Navarra 
15 Art. 50.2 a) del Estatuto de Autonomía de Extremadura.   
16 Art. 94.1 a) del Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares.  
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a) La acción de revisión debe plantearse por medio de demanda, interpuesta 

dentro del plazo señalado en el art. 512 LEC (que ya hemos estudiado 

anteriormente) y ante el órgano jurisdiccional competente según el art. 509 

LEC y los arts. 56.1 y 73.1 b) LOPJ (lo que también hemos analizado).  

 

b) Como se desprende de lo dispuesto en el art. 513 LEC, la admisión a trámite 

de la demanda exige la constitución de un depósito de 300 €.  

 

No obstante, la falta de abono del importe exigido constituye un defecto 

subsanable dentro del plazo que el Letrado de la Administración de Justicia 

debe conceder al efecto, el cual no podrá ser superior a 5 días. Solamente 

cuando dicha oportunidad de subsanación no se haya verificado en tiempo y 

forma, el tribunal podrá rechazar de plano la demanda de revisión.  

 

c) Asimismo, tal y como se desprende del art. 516 LEC, cabe advertir que la 

interposición de la demanda de revisión, en principio, no suspende la 

ejecución de la sentencia firme que se impugne.  

 

No obstante, el art. 566 LEC permite al órgano judicial que esté conociendo 

de la ejecución ordenar, a instancia de parte, la suspensión de la ejecución, 

después de interpuesta y admitida a trámite la demanda de revisión de la 

sentencia firme sobre la que se ha despachado ejecución, “si las 

circunstancias del caso lo aconsejaran”.  

 

La letra del anterior precepto hace referencia expresa al supuesto en el que 

la ejecución de la sentencia firme impugnada ya está en curso (“si, 

despachada ejecución, se interpusiera y admitiera demanda de revisión …”, 

comienza diciendo el citado art. 566.1 LEC), por lo que parece condicionar la 

posibilidad de suspensión a que el proceso de ejecución ya haya comenzado. 

No obstante, algunos autores como VICENTE GIMENO SENDRA17 consideran 

que no hay inconveniente en acceder a la suspensión antes de que se haya 

despachado ejecución, a la vista de que el motivo de la impugnación de la 

sentencia firme no debe ser valorado por el tribunal competente para la 

 
17 Proceso Civil Práctico. Tomo VII. Ed. La Ley, pág. 1293. 
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ejecución, ni tampoco constituye un motivo de oposición a la ejecución que 

el ejecutado pueda invocar (arts. 556 y 559 LEC). 

 

Por otra parte, entendemos que la vaga expresión normativa “si las 

circunstancias del caso lo aconsejaran” hace referencia a aquellos supuestos 

en los que, quien solicite la suspensión, acredite que, de seguir adelante con 

las actuaciones de realización forzosa de la sentencia, la eventual estimación 

de la demanda de revisión resultaría completamente ineficaz o ilusoria, bien 

porque los perjuicios derivados del agotamiento de la ejecución serían 

irreparables para el impugnante de la sentencia, o bien por cualquier otra 

causa. Imaginemos, por ejemplo, que se demuestra la existencia de un riesgo 

probable de que el ejecutante de la sentencia, en caso de revisión, resulte 

insolvente para restituir al impugnante las cantidades obtenidas en la 

ejecución si, finalmente, este último obtuviese un fallo favorable (contrario 

al fallo revisado) en el posterior juicio de revisión. 

 

En todo caso, como señala el art. 566.1 LEC, la suspensión de la ejecución 

requiere la prestación de la caución que el tribunal exija18 “por el valor de lo 

litigado y los daños y perjuicios que pudieren irrogarse por la inejecución de la 

sentencia”, debiendo igualmente darse audiencia al Ministerio Fiscal con 

carácter previo a resolver la solicitud de suspensión.  

 

Ciertamente, es difícil excluir la discrecionalidad judicial a la hora de fijar la 

caución referida en el citado art. 566.1, dado el vago e indeterminado 

lenguaje que utiliza el legislador para regular su valoración, refiriéndose al 

“valor de lo litigado” más “los daños y perjuicios que pudieren irrogarse por la 

inejecución de la sentencia”. Son varios los interrogantes que surgen tras leer 

el anterior texto: ¿el “valor de lo litigado” se refiere exclusivamente a la 

“cuantía de la demanda” que dio lugar a la sentencia firme impugnada, o alude 

a la cantidad por la que se haya despachado ejecución, incluyendo los 

posibles intereses vencidos y el incremento que se haya previsto para los 

intereses y costas que se devenguen durante la ejecución, en el sentido 

señalado por el art. 575.1 LEC? ¿Cómo se valoran unos daños y perjuicios que 

 
18 La caución deberá prestarse en cualquiera de las formas previstas en el art. 529.3 LEC, esto es, “en 
dinero efectivo, mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento 
emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o por cualquier otro medio que, a juicio 
del tribunal, garantice la inmediata disponibilidad …”. 
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previsiblemente pueden producirse si la ejecución se suspende pero que a 

priori no son efectivos porque todavía no se han producido?  

 

En cuanto al primer interrogante, algún autor entiende que la caución debe 

cubrir el importe por el que se haya despachado ejecución o su equivalente 

dinerario, como es el caso del profesor VICENTE GIMENO SENDRA19, aunque, 

sin embargo, este mismo autor hace una crítica al régimen legal aplicable, 

entendiendo que resulta excesivo exigir, al mismo tiempo, que la caución 

cubra todo el importe o valor por el que se haya despachado ejecución y, 

además, el importe de los daños y perjuicios que la suspensión pudiere 

irrogar, debiendo ser suficiente con asegurar o cubrir esto último.   

 

En cuanto a los daños y perjuicios derivados de la suspensión, podríamos 

pensar que se trata del coste de mantenimiento de las medidas de garantía 

que se hubiesen adoptado al amparo de los arts. 621 a 633 LEC, en el caso de 

las ejecuciones dinerarias, o al amparo del art. 700 LEC, en el caso de las 

ejecuciones no dinerarias, a fin de asegurar la efectividad de la realización 

forzosa de la sentencia.  

 

En caso de que no se hubiesen adoptado medidas de garantía con 

anterioridad a la suspensión de la ejecución, el art. 565.2 LEC, una vez 

decretada esa suspensión, solamente permite adoptar o mantener “medidas 

de garantía de los embargos acordados”. Quiere ello decir que, si no se ha 

adoptado ningún embargo todavía, o si se pretende adoptar una medida de 

garantía sin adopción previa de embargo (por ejemplo, en una ejecución no 

dineraria), habrá que pensar en otro modo de calcular la caución prevista en 

el art. 566.1 LEC. 

 

Entendemos, no obstante, que, en el caso de las ejecuciones dinerarias, no 

cabría aumentar por vía del art. 566 LEC el límite máximo de provisión para 

intereses y costas que señala el art. 575 LEC, dado la provisionalidad de dicha 

provisión (valga la redundancia) y el carácter prohibitivo que tiene la 

limitación legal de la misma (“no podrá superar el 30 por 100 de la que se 

reclame en la demanda ejecutiva”).  

 

 
19 Proceso Civil Práctico. Tomo VII. Ed. La Ley, pág. 1294. 
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d) Una vez admitida a trámite la demanda, conforme a lo previsto en el art. 

514.1 LEC, el Letrado de la Administración de Justicia deberá recabar la 

remisión de todas las actuaciones del proceso judicial cuya sentencia firme 

se impugne, emplazando a cuantos hubiesen sido parte en dicho 

procedimiento o sus causahabientes para que contesten a la demanda en el 

plazo de 20 días. 

 

A la vista de que, como ya hemos señalado anteriormente, algunas sentencias 

de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo contemplan la posibilidad de 

reconocer legitimación activa para plantear demanda de revisión, no sólo a 

quienes hubiesen sido parte perjudicada en el proceso judicial concluido con 

la sentencia impugnada, sino, también, a quienes hubieren debido serlo por 

afectarles la sentencia de manera directa, habrá que preguntarse si el 

demandado de revisión podría plantear, con éxito, una excepción de falta de 

litisconsorcio pasivo necesario, a fin de que se llamasen al proceso de revisión 

a terceros que, sin haber sido parte en litigio (o sin ser sucesores de quienes 

fueron parte en el proceso), debieron haber intervenido en el proceso judicial 

que desembocó en la sentencia impugnada, por afectarles esta última de 

manera directa.  

 

La respuesta a este interrogante, sin embargo, parece ser negativa, en tanto 

en cuanto el art. 514.1 LEC solamente obliga al Letrado de la Administración 

de Justicia a emplazar a quienes fueron parte en el proceso cuya sentencia se 

ha sometido a revisión (o a sus sucesores). De hecho, la Sala Primera del 

Tribunal Supremo ya tuvo ocasión de pronunciarse sobre esta misma 

cuestión en su Sentencia de 6 de febrero de 1993 (recurso nº 102/1987; 

ponente: Excmo. Sr. D. Eduardo Fernández – Cid de Temes), en la que, 

con base en el entonces vigente art. 1801, párrafo 2º, de la LECiv de 188120, 

desestimaba una excepción de litisconsorcio pasivo necesario que había 

planteado el demandado de revisión “por no haber traído a los autos a todas 

las personas que pudieran tener un interés directo en el pleito principal” (sic. 

sentencia citada). 

 

 
20 Un precepto de similar contenido al actual art. 514.1 LEC, salvo en lo que se refiere al plazo de 
contestación a la demanda de revisión, que en la ley adjetiva anterior era de 40 días y no de 20. 
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e) Tal y como señala el art. 514.2 LEC, una vez contestada a la demanda o 

transcurrido el plazo concedido para la contestación, el Letrado de la 

Administración de Justicia convocará a las partes para la celebración de una 

vista de juicio verbal (conforme a los arts. 440 a 446 LEC, en aquello en que 

los mismos resulten aplicables).  

 

f) Asimismo, el art. 514.3 LEC establece la imperativa intervención del 

Ministerio Fiscal con carácter previo al dictado de la sentencia resolutoria de 

la demanda de revisión, a fin de que se pronuncie sobre si la misma resulta o 

no procedente.  

 

g) Igualmente, el art. 514.4 LEC se remite al art. 40 LEC para las cuestiones 

prejudiciales de carácter penal que se susciten durante la tramitación de la 

revisión, “sin que opere ya el plazo absoluto de caducidad a que se refiere el 

apartado 1 del artículo 512”.  

 

Ciertamente, este último precepto se antoja innecesario, por cuanto es obvio 

que, si se plantea una cuestión prejudicial penal durante la sustanciación del 

procedimiento de revisión, como ocurre con cualquier otro proceso civil, es 

necesario aplicar lo dispuesto en el art. 40 LEC, y por lo que se refiere al plazo 

de caducidad absoluto señalado en el art. 512.1 LEC, también es obvio que el 

mismo no opera, no sólo porque lo diga el citado art. 514.4 LEC, sino también 

porque ningún plazo de caducidad sigue computando en el momento en que 

se ejercite en vía jurisdiccional la acción sometida a ese plazo.  

 

h) Finalmente, el proceso de revisión concluye con una sentencia en la que, si se 

desestima la demanda de revisión, el demandante será condenado al pago de 

las costas del procedimiento y perderá el depósito de 300 € previamente 

constituido (art. 516.2 LEC), y si se estimase, se declarará así y se rescindirá 

la sentencia, expidiendo certificado del fallo y devolviendo los autos al 

tribunal de procedencia para el posterior juicio de revisión (“para que las 

partes usen de su derecho, según les convenga, en el juicio correspondiente”, 

termina señalando el art. 516.1 LEC).  

 

Finalmente, “contra la sentencia que dicte el tribunal de revisión no se dará 

recurso alguno” (sic. art. 516.3 LEC 172000).  
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VIII.- Supuestos.  

 

Como ya se ha dicho antes, el legislador solamente permite la revisión de sentencias 

firmes en determinados supuestos contemplados en una lista tasada (numerus 

clausus), que son los que enumera el art. 510 LEC. Así:  

 

a) En primer lugar, resulta posible la revisión de una sentencia firme “si después 

de pronunciada, se recobraren u obtuvieren documentos decisivos, de los que 

no se hubiere podido disponer por fuerza mayor o por obra de la parte en cuyo 

favor se hubiere dictado” (sic. art. 510.1.1º LEC).  

 

Lógicamente, para plantear la revisión de una sentencia firme al amparo de 

este motivo, es requisito imprescindible que la parte accionante acredite, 

tanto la concurrencia de la fuerza mayor o la retención irresistible de los 

documentos por la parte favorecida por la sentencia, como, también, el 

carácter decisivo de tales documentos, en el sentido de que, de haberlos 

tenido en cuenta, el fallo o parte dispositiva de la sentencia firme impugnada 

habría sido distinto.  

 

Por otra parte, cuando la norma se refiere a “recobrar” documentos decisivos, 

está aludiendo a documentos de fecha anterior a la sentencia impugnada, que 

necesariamente deben haberse recuperado con posterioridad al momento 

procesal en el que precluye definitivamente la posibilidad de aportar al 

proceso (el juicio o la vista, según el art. 272.1 LEC)21.   

 

Asimismo, la necesidad de que se trate de documentos retenidos por fuerza 

mayor, excluye la posibilidad de basar la demanda de revisión en 

documentos que consten en un registro u organismo público22, o en 

documentos que, si bien obraban en poder del impugnante de la sentencia, 

han sido descubiertos por éste a posteriori23. 

 
21 Vid., en este sentido, Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo nº 157/2018 de 21 marzo 
(recurso nº 46/2017, ponente: Excmo. Sr. D. Eduardo Baena Ruiz).  
 
22 Vid., en este sentido, Sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo Nº 910/2000, de 11 de 
octubre (recurso nº 688/1998, ponente: Excmo. Sr. D. José Manuel Martínez – Pereda Rodríguez) y 
nº 305/1996, de 15 de abril (recurso nº 2849/1992, ponente: Excmo. Sr. D. José Almagro Nosete).  
 
23 En este sentido, como dice la Sentencia de la Sala de lo Civil del T. Supremo nº 261/2014, de 20 de 
mayo (recurso nº 36/2012, ponente: Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo), “la jurisprudencia 
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b) Asimismo, puede solicitarse la revisión de una sentencia firme “Si hubiere 

recaído en virtud de documentos que al tiempo de dictarse ignoraba una de las 

partes haber sido declarados falsos en un proceso penal, o cuya falsedad 

declarare después penalmente” (art. 510.1.2º LEC).  

 

Como ya hemos dicho anteriormente, la pendencia de un proceso penal no 

interrumpe el plazo máximo de cinco años establecido en el art. 512.1 LEC, 

por lo que, si se pretende impugnar en revisión una sentencia firme por la 

falsedad de los documentos en los que dicha senencia se hubiese basado, la 

demanda de revisión debe plantearse antes de que transcurran cinco años 

desde la publicación de la sentencia objeto de revisión, aunque el proceso 

penal sobre falsedad documental o testimonial esté todavía pendiente y no 

haya finalizado mediante sentencia firme.  

 

Por lo demás, este precepto viene a recoger la Jurisprudencia que ya se había 

forjado en torno al antiguo art. 1796.2 de la LECiv de 1881, exigiendo que la 

falsedad del documento decisivo se haya declarado mediante sentencia como 

consecuencia de un proceso penal (v.g., Sentencias de la Sala 1ª del T. 

Supremo de 17 de julio de 1995 – RJ 1995\6597, 20 de noviembre de 

1987 – RJ 1987\8413 – o 13 de abril de 1981 – RJ 1981\1538 -).   

 

Finalmente, al igual que ocurre con el supuesto previsto en el art. 510.1.1º 

LEC, es necesario que el demandante de revisión pruebe que el documento 

declarado falso en una causa penal, además, haya sido decisivo para el fallo 

de la sentencia impugnada (por eso el art. 510.1.2º LEC se refiere a la 

sentencia que “hubiere recaído en virtud de documentos” declarados falsos en 

vía penal).  

 

c) Igualmente, puede solicitarse la revisión de una sentencia firme “si hubiere 

recaído en virtud de prueba testifical o pericial, y los testigos o los peritos 

 
distingue entre recobrar un documento, que es lo mismo que readquirir o recuperar su disponibilidad, 
al cesar la fuerza mayor o la actuación opuesta de la otra parte, y descubrirlo o hallarlo quien siempre 
lo tuvo en su poder y que, bien por negligencia en su custodia, sólo imputable a la parte interesada, o 
por conveniencia e intereses de defensa, no lo aportó al pleito que se quiere reabrir [ Sentencia 
388/2013, de 10 de junio (RJ 2013, 4625), con cita de las anteriores  sentencias 226/2007, de 26 de 
febrero (RJ 2007, 1471) y  5/2011, de 18 de enero (RJ 2011, 154)”. 
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hubieren sido condenados por falso testimonio dado en las declaraciones que 

sirvieron de fundamento a la sentencia” (art. 510.1.3º LEC).  

 

Como dice la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo nº 

1177/2000, de 14 de diciembre (recurso nº 1795/1997, ponente: 

Excmo. Sr. D. Pedro González Poveda), en referencia al antiguo art. 1796.3º 

de la LECiv de 1881, la revisión de sentencias firmes por falso testimonio 

exige “a) una sentencia penal que declare la existencia del delito de falso 

testimonio; b) que la declaración del testigo o testigos condenados haya sido 

decisiva para adoptar el fallo de la sentencia que se pretende rescindir o anular, 

y c) que el carácter decisivo anterior haya sido reconocido o declarado en la 

sentencia dictada en el proceso penal (sentencias de 21 de febrero de 1989 [RJ 

1989, 1239], 3 de febrero de 1994 [RJ 1994, 974] y  26 de mayo de 1997 [RJ 

1997, 4243]). 

 

d) También se puede solicitar la revisión de una sentencia firme “si se hubiere 

ganado injustamente en virtud de cohecho, violencia o maquinación 

fraudulenta” (art. 510.1.4º LEC).  

 

En primer lugar, aunque no lo diga expresamente el precepto citado, dado 

que el cohecho es un delito tipificado en el Código Penal (arts. 419 y 420), 

debe entenderse que la revisión basada en este motivo exige que el cohecho 

haya sido declarado o se declare mediante sentencia en un proceso penal.  

 

Por lo que se refiere al concepto de violencia, que es el mismo que recoge el 

art. 225.2º LEC para la nulidad de las actuaciones procesales, el profesor V. 

GIMENO SENDRA incluye “tanto las actuaciones realizadas por el órgano 

jurisdiccional, cuanto las actuaciones procesales que (…) llevasen a cabo las 

partes” (con violencia) “e, incluso, las demás personas que intervengan en el 

proceso”24, contemplando la posibilidad de que la violencia sea anterior o 

simultánea a la tramitación del proceso que haya devenido en la sentencia 

firme objeto de revisión.  

 

Por lo que alude a las maquinaciones fraudulentas, la Sentencia de la Sala de 

lo Civil del T. Supremo nº 157/2018 de 21 marzo (anteriormente citada), 

 
24 Proceso Civil Práctico. Tomo III. Ed. La Ley, pág. 422. 
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con cita de la Sentencia de la misma sala nº 556/2017, de 25 de octubre 

(RJ 2017\4532), las define como “una actuación maliciosa que comporte 

aprovechamiento deliberado de determinada situación, llevada a cabo por el 

litigante vencedor, mediante actos procesales voluntarios que ocasionan una 

grave irregularidad procesal y originan indefensión» (SSTS 708/1994, de 5 de 

julio (RJ 1994, 6433), 430/1996, de 22 de mayo (RJ 1996, 3885) y 172/1998, de 

19 de febrero (RJ 1998, 637), citadas por la SSTS 474/2012, de 9 de julio (RJ 

2012, 9325) y 662/2013, de 22 de octubre (RJ 2013, 6994))”. 

 

Por tanto, como señala la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal 

Supremo nº 328/2015, de 18 de junio (recurso nº 22/2014, ponente: 

Excmo. Sr. D. Sebastián Sastre Papiol), la maquinación fraudulenta, como 

motivo de revisión de sentencias firmes, “precisa de prueba cumplida de 

hechos, que, por sí mismos, evidencien que la sentencia ha sido ganada por 

medio de ardides o artificios tendentes a impedir la defensa del adversario, de 

suerte que concurra un nexo causal eficiente entre el proceder malicioso y la 

resolución judicial (  STS de 9 de diciembre de 1999  (RJ 1999, 8536)  y las en 

ella citadas), y que no se autoriza a los litigantes a proponer un nuevo examen 

de las cuestiones que ya tuvieron un lugar adecuado en el pleito y la revisión ha 

de basarse en hechos ajenos al pleito ( STS de 14 de enero de 1988 )”.  

 

Así pues, no procede revisar una sentencia firme por supuesta maquinación 

fraudulenta cuando, realmente, el impugnante tuvo oportunidad de combatir 

la conducta de la contraparte dentro del propio proceso que dio lugar a la 

sentencia firme o por vía de recurso (vid., entre otras, Sentencias de la Sala 

1ª del Tribunal Supremo de 4 de octubre de 2002 – RJ 2002\9798 – y 16 

de enero de 2002 – RJ  2002\678).  

 

El caso más habitual de maquinación fraudulenta, a efectos de revisión de 

sentencias firmes, es la ocultación de los datos de identificación o localización 

del demandado, a fin de provocar deliberadamente una situación de rebeldía 

en el proceso que impida a este último ejercitar su derecho a la defensa. Como 

dice la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo nº 297/2011, 

de 14 de abril (recurso nº 58/2009, ponente: Excmo. Sr. D. José Antonio 

Seijas Quintana), existe maquinación fraudulenta, a los efectos previstos en 

el art. 510.1.4º LEC, cuando quien “ejercita una acción judicial oculta el 
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domicilio de la persona contra la que estaba dirigida, alegando que lo 

desconoce para interesar que se le emplace por edictos y se sustancie el 

procedimiento en rebeldía”.  

 

No obstante, interesa destacar que, en estos tipo de casos, la Sala Primera del 

Tribunal Supremo entiende que existe maquinación fraudulenta tanto en el 

supuesto de que el actor favorecido por la sentencia firme impugnada haya 

tenido la torticera intención de ocultar el domicilio o la posibilidad de 

localización del demandado, o haya promovido su ocultación de manera 

deliberada, como, también, cuando el actor, aún sin tener esa intención, no 

haya cumplido, con una diligencia adecuada (aunque no extraordinaria), su 

carga procesal de intentar el emplazamiento del demandado en cuantos 

lugares existiese una posibilidad racional o verosímil de localizar al sujeto 

contra el que se dirigiese la demanda.  

 

En este sentido se pronuncia, entre otras, la Sentencia de la Sala Primera 

del Tribunal Supremo nº 394/2016, de 9 de junio (recurso nº 62/2016, 

ponente: Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo), según la cual “no cabe 

prescindir de la llamada a juicio en forma personal cuando existe una 

posibilidad directa o indirecta de localizar al interesado y hacerle llegar el 

contenido del acto de comunicación (172/1998, de 19 de febrero (RJ 1998, 

637)). En consecuencia, el actor tiene la carga procesal de que se intente dicho 

acto en cuantos lugares existe base racional suficiente para estimar que pueda 

hallarse la persona contra la que se dirige la demanda y debe desplegar la 

diligencia adecuada en orden a adquirir el conocimiento correspondiente, 

aunque no cabe exigirle una diligencia extraordinaria (sentencia 120/2009 bis, 

de 3 de marzo (RJ 2009, 1529)). De no hacerlo así se entiende que el 

demandante ha incurrido en ocultación maliciosa constitutiva de la 

maquinación fraudulenta que puede dar lugar a la revisión de la sentencia 

(sentencia 1079/2000, de 16 de noviembre (RJ 2000, 9916))”. 

 

Por esa razón, como continúa diciendo el pronunciamiento anteriormente 

citado “la maquinación fraudulenta consistente en la ocultación maliciosa del 

domicilio del demandado concurre objetivamente no solo cuando se acredita 

una intención torticera en quien lo ocultó, sino también cuando consta que tal 

ocultación, y la consiguiente indefensión del demandado, se produjo por causa 
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imputable al demandante y no a aquel (sentencias 9 de mayo de 1989; 

428/2006, de 10 de mayo; 663/2006, de 14 de junio; 340/2007, de 15 de marzo;  

297/2011, de 14 de abril (RJ 2011, 3583))”25. 

 

e) Finalmente, recordemos que el art. 510.2 LEC permite plantear la revisión de 

“una resolución judicial firme cuando el Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos haya declarado que dicha resolución ha sido dictada en violación de 

alguno de los derechos reconocidos en el Convenio Europeo para la Protección 

de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales y sus Protocolos, 

siempre que la violación, por su naturaleza y gravedad, entrañe efectos que 

persistan y no puedan cesar de ningún otro modo que no sea mediante esta 

revisión, sin que la misma pueda perjudicar los derechos adquiridos de buena 

fe por terceras personas”. 

 

 

 

José María Osuna Benavides 

Socio – Abogado en García - Ortells, Abogados 

www.garcia-ortells.com   

 
25 En la misma línea también pueden citarse otros muchos pronunciamientos del Alto Tribunal, como 
son las Sentencias de la Sala Primera nº 324/2016, de 18 de mayo (RJ 2016\3679); nº 639/2016, de 
26 de octubre (RJ 2016\5358), o nº 90/2020, de 10 de febrero (RJ 2020\376).  
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